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MIEMBROS: Señores Representantes Tabaré Hackenbruch Legnani y Pablo Iturralde Viñas. 
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INVITADOS: Por Ex Obreros Salto Grande, señora Alejandra Francia y señores Ruben Reyna, Ruben 
Layes y Enrique Prado. 


Por Trabajadores Luna I, señoras Lorena Bertolotti, Samanta Rodríguez, Perla Gómez, 
Viviana Rodríguez y señor Rubens Rodríguez (SUEL-FUECT). 


SEÑORA PRESIDENTE (Pozzi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a los señores Ruben Reyna, Ruben Layes y Enrique Prado, ex obreros 
de la construcción de la Represa de Salto Grande, a quienes escuchamos con gusto. 


SEÑOR LAYES.- Somos integrantes de una Comisión de ex obreros de Salto Grande. Nuestro 
cometido es tratar, en lo posible, de que se nos reconozca una serie de irregularidades que existieron 
durante toda la construcción de la obra, que se inició en el año 1974. Hasta el año 1977 se pagó despido 
a todos los obreros que se retiraban, excepto a aquellos que se fueron por dolo o falta grave. Con 
posterioridad, durante la dictadura, lamentablemente un Decreto del Poder Ejecutivo dejó sin ese 
derecho de despido a los obreros uruguayos, a quienes solo les correspondía el derecho al seguro de 
paro al finalizar los trabajos. Esto significó que en 1978, cuando termina la primera etapa de obra y 
quedan cesantes alrededor de dos mil operarios -muchos de los cuales después fueron retomados-, ellos 


se presentaran e hicieran una demanda laboral a la Empresa Constructora Salto Grande, que era la 
empleadora, la contratista principal de la obra de Salto Grande, formada por un consorcio italiano, 
asociado a una empresa de Argentina, Sollazo, y a Álvaro Palenga de Uruguay. Esa demanda se pierde 
en primera instancia y cuando el abogado actuante presenta un recurso y hace una apelación de lo 
actuado, el Gobierno de aquella época lo llama y le dice que si continúa esa actuación sería detenido. 
Se trataba de un hombre no de inclinaciones izquierdistas pero era socialista, y en aquel momento tuvo 
que dejar esto y abandonar el expediente en el Juzgado. En el resumen que presentamos a los señores 
Diputados figura el título que tiene el expediente, la fecha en que se presentó y el número de carátula. 


Con posterioridad, finalizada la obra en 1985, los obreros se agruparon otra vez y a través de dos abogados - 
creo que eran de Fray Bentos- que habían logrado presentar un recurso para que se les pagara una 
indemnización a todos los obreros que construyeron el puente de Fray Bentos-Puerto Unzué -muchos de los 
cuales, con posterioridad, se integraron a Salto Grande- se consiguió que a los obreros de Salto Grande 
también nos pagaran una indemnización, porque el sueldo fue considerado como internacional. Esos 
abogados presentaron otra demanda, cuyo expediente -aunque no lo podemos aseverar porque no tenemos 
ningún elemento valedero- se abandonó en el Juzgado; tanto es así que hasta el día de hoy están los sobres de 
todos los compañeros con los reclamos. Eso ocurrió ya en democracia. 


En 2006, en virtud de que una cantidad de compañeros habíamos hablado durante mucho tiempo sobre el 
tema, lo reflotamos otra vez, nos agrupamos, formamos esta Comisión y con un grupo de abogados de Salto 
logramos presentar dos recursos de petición, uno al Banco de Previsión Social y otro a la Comisión Técnica 
Mixta de Salto Grande. Los recursos de petición tienen como objetivo lograr que las dos instituciones puedan 
decir si hubo irregularidades o no con relación a los obreros uruguayos. Nuestro reclamo es que durante toda 
la ejecución de la obra se contempló una equiparación de sueldos entre uruguayos y argentinos, de acuerdo 
con la legislación de cada país, pero cuando finalizó la relación laboral los grupos de argentinos, paraguayos, 
bolivianos y chilenos que trabajaron en la obra percibieron su respectivo despido -estoy hablando de los años 
1982, 1983, 1985- y los francos compensatorios que se generaban por las tardes de los sábados y los 
domingos trabajados en forma continua, y los uruguayos no. La obra tenía un régimen de trabajo constante, 
no paraba jamás, entonces las tardes de los días sábados y los domingos en que la gente no podía descansar, 
generaba por cada dos tardes de sábados un día de descanso y por cada domingo otro, y los uruguayos eso no 
lo percibimos. 


Con relación a las licencias y aguinaldos, a todos nosotros se nos liquidaban los salarios de aquella época con 
un valor de ocho horas diarias, de lunes a viernes, y cuatro horas los sábados, lo que daba una cantidad de 
cuarenta y cuatro horas semanales, cuando en realidad trabajábamos un total de ochenta y cuatro horas 
semanales. Esto era a sabiendas del Gobierno de la época. Tenemos 2.500 certificados de los obreros de la 
Empresa Constructora Salto Grande S.A, en los cuales se especifica concretamente en una nota -figura en el 
resumen que presentamos a esta Comisión- que, de acuerdo con el contrato SGO1, que era el de la empresa 
constructora, anexo 3B del Estatuto Laboral, que es la cláusula 72.1 del contrato -conozco estos datos porque 
yo era el jefe de seguridad de la obra y el contrato y el pliego de condiciones pasaban por mis manos 
infinidad de veces-, la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande era la encargada de hacer los aportes 
sociales de los uruguayos. El certificado de trabajo dice que de acuerdo con esa cláusula no se efectúa 
retención por Montepío, y allí figuran los valores detallados, desde la fecha de ingreso hasta la de egreso, de 
lo ganado por cada obrero en cada año. Esto nos permite saber fehacientemente qué es lo que correspondía a 
cada obrero por concepto de despido, que equivale a un mes de sueldo por cada año de antigúedad. Eso era lo 
que fijaba la ley y creo que hasta el día de hoy es así. 


Ahora, ¿qué pasa? Antiguamente eran diez años para poder reclamar; se hizo en tiempo y forma y con 
posterioridad, cuando en 1985 se intenta otra vez, ocurrió lo que manifesté. Como tenemos esos antecedentes 
nos permitimos volver a insistir sobre el tema. Lógicamente, pensamos que esto tiene que ser legislado; no 
puede ser entregado en forma arbitraria. Por esa razón apelamos a las autoridades y pedimos tener una 
entrevista con esta Comisión. 


SEÑOR PRADO.- Quiero aclarar que el BPS no tiene los documentos que tenemos nosotros, que son 
originales, de los cuales figuran fotocopias en la carpeta que presentamos a todos con quienes 
hablamos, y lo hicimos con todas las bancadas y con todos quienes tienen que ver con el tema de la 
legislación del trabajo. La Comisión Técnica Mixta, como es un organismo binacional, tiene una 
legislación diferente y no nos da información ninguna al respecto. En ese sentido, nosotros no tenemos 


una base legal para poder afianzar nuestra posición. Acudimos a esta Comisión para ver si, como 
órgano parlamentario, puede tener alguna influencia sobre la Comisión Técnica Mixta para que nos 
aporte la documentación que necesitamos. 


Esta mañana tuvimos una entrevista con el señor Murro en la que aclaramos perfectamente todo; quedó 
sorprendido con la documentación que tenemos, porque nadie la tiene. Nos pidió que le enviáramos las 2.500 
fotocopias del documento, donde está todo bien claro: fecha de ingreso, fecha de egreso, cargo, lo que la 
persona ganó en un año y todo lo referente a los aportes al BPS, menos el Montepío. A su vez, el señor Murro 
nos decía que si bien en 1971 se prendió fuego el archivo y en 1981 la dictadura mandó a quemar todo lo de 
los últimos años, del año 1981 en adelante tienen alguna documentación. Nos solicitó que le enviemos toda la 
documentación para poder armar todos los datos de nombres, estadísticas, sueldos, etcétera, para llegar a una 
posible liquidación que responda a todas las irregularidades administrativas que nosotros estamos 
denunciando. 


SEÑOR LAYES.- Con respecto a lo que decía el compañero Prado, quiero agregar que la Empresa 
Constructora Salto Grande en los años setenta tuvo una de las primeras computadoras que existió en 
el país. Quiere decir que la empresa tiene una certificación hecha en computadora de todos los obreros. 
Voy a decir algo que para nosotros es una irregularidad: esa certificación, en vez de estar en poder de 
la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande, la tiene en su casa particular de Concordia quien era el 
Director Administrativo de la empresa, que hoy tiene ochenta años. 


Fuimos a buscar esas partidas de trescientos o cuatrocientos certificados y se los entregamos a los 
compañeros. Esto ha permitido que los compañeros que se jubilaron a partir del año pasado logren los 
mejores veinte años para su jubilación, ya que los sueldos ganados en aquella época -a valores históricos- no 
tenían comparación, cualquiera fuera el oficio en el que desempeñaran. 


A su vez, este certificado permitió que muchos de los compañeros que se jubilaron a partir de 1996 -con el 
valor de los diez años- tuvieran derecho a reclamar los mejores veinte años y, en consecuencia, mejoraran su 
jubilación. 


Sin embargo, hay un grupo de compañeros, de viudas y de hijos -presentaron los recursos porque falleció el 
titular y, a veces, también la esposa- que reciben pensiones. La pensión es un 75% del total que le 
correspondía cobrar al titular. Algunos pensionistas están cobrando $ 900. No queremos incluir este tema en 
la discusión, pero igual se lo manifestamos; les comentamos que en el BPS ya planteamos la posibilidad de 
recurrir por unas doscientas personas más que están en esa situación. Estamos hablando de personas que 
obtuvieron la pensión o la jubilación entre los años 1983 y 1996 y que no tienen derecho a reclamar; se 
jubilaron por el Acto Institucional N* 9. 


Como decía, la Empresa Constructora Salto Grande tiene esa certificación. Hoy el señor Murro nos pidió que 
le hiciéramos llegar el listado así como los números de cédula de identidad de todas esas personas, la nómina 
de los que están jubilados y de los que han logrado mejorar las jubilaciones a fin de que el BPS pueda tener 
un panorama más claro. Pienso que armar ese esquema nos va a llevar un par de meses, porque hay que 
analizar manualmente 2.500 certificados. Debemos tener en cuenta que en esta obra trabajó la Empresa 
Constructora Salto Grande -un consorcio italiano- y también las empresas Stiler, de Uruguay, el consorcio 
Carcavallo-Saccem, de Uruguay, Alvaro Palenga, intervino la COMIPAL, etcétera. Asimismo, se trabajó en 
el Plan Be-Con, destinado a reconstruir las viviendas de Belén y Constitución afectadas por el lago. Esto lo 
hicieron, entre otras, las empresas Stiler y Techint. Todos los compañeros que trabajaban en todas estas 
empresas están en la misma situación que nosotros. Figuran en el Recurso de Petición en la parte que hace 
referencia a otras empresas; en el resumen que hicimos aparecen los nombres de cada una de ellas. 


Hace cuatro o cinco meses fui a Fray Bentos y a Mercedes con la finalidad de entregar los certificados de 
trabajo a los compañeros que se habían inscripto por Salto Grande y que nosotros retiramos de Concordia. En 
esa oportunidad, los compañeros que trabajaron en las obras de Salto Grande y de Palmar nos preguntaron si 
los obreros que habían estado en Palmar tenían el mismo derecho. Debemos decir que en esa obra pasó 
exactamente lo mismo, con el agravante de que los trabajadores nunca cobraron horas nocturnas, horas de 
altura -que sí se pagaron en Salto Grande- y las horas extra no se pagaban al 100% sino que figuraban al 
50%, al barrer. En aquellos años el representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social era Winston 
Elutchanz, el coordinador laboral tanto en Salto Grande como en Palmar. 


No podemos corroborar las componendas que se hicieron con las empresas, pero sí podemos decir que 
cuando había un aumento de sueldos -en aquellos años la DINACOPRIN era la que los fijaba-, si se 
establecía un 30% para la construcción, a los obreros de Salto Grande nos pagaban un 12% porque 
ganábamos mucho. Todas esas son irregularidades que solo nosotros conocemos, porque las vivimos; 
lógicamente, el Banco de Previsión Social no sabe muchas de estas cosas. 


Las empresas Stiler, Álvaro Palenga y Carcavallo, SACCEM, existen. Nosotros les pasamos los listados de la 
gente y tienen que sacar manualmente, planilla por planilla, lo que ganó cada obrero en todo el período de 
trabajo; y sabemos que armar eso es como hacer macramé. Estuvimos en Montevideo en el mes de 
diciembre; estamos en julio y las empresas todavía no entregaron nada. Ellos nos mostraron una pared 
enorme llena de biblioratos; tienen que sacar los datos manualmente y calcular lo que correspondía a cada 
obrero mensualmente para obtener el valor anual. En Salto Grande, la computadora brindó la información en 
forma instantánea. 


Este es el motivo de nuestra presencia aquí. Queremos explicarles lo que intentamos reclamar. Insisto: si 
nuestro pedido no cuenta con apoyo político es imposible de lograr; necesitamos una decisión de Gobierno - 
por decirlo de alguna forma- para aunque sea lograr una compensación. La mayoría de los compañeros están 
jubilados y muchos han muerto; en aquella época eran hombres de cuarenta años y hoy tendría setenta u 
ochenta. Fíjense que yo entré a trabajar con veintiséis años y hoy tengo sesenta y que los compañeros Reyna 
y Prado están jubilados; casi todos se han jubilado. 


SEÑOR BARREIRO.- Conocemos la situación porque ustedes ya han estado con nosotros en más de 
una oportunidad. 


Quiero aclarar un punto. Hay documentación que está en poder de estas empresas. ¿También hay información 
en manos de la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande? 


SEÑOR LAYES.- No creemos que la Comisión Técnica Mixta tenga esa documentación. Lo que 
podemos decir es que en aquel momento el mecanismo era el siguiente. La Empresa Constructora Salto 
Grande fijaba los sueldos y la Comisión Técnica Mixta hacía los reintegros de sueldos a la empresa por 
los gastos que tenía. Esto se hacía mediante un certificado de obra, en el que figuraba la cantidad de 
horas-hombre trabajadas por categoría y lo que habían ganado. Sobre ese valor, la Comisión Técnica 
Mixta abonaba al Estado uruguayo las cargas tributarias correspondientes a cada obrero, o sea, los 
créditos laborales. Hasta 1977 se cumplió con todo, pero desde esa fecha en adelante hicieron lo que 
quisieron, entregaron lo que quisieron. Por este motivo, nosotros no pudimos cobrar. 


De todas formas, pienso que lo único que puede tener la CTM son los valores mensuales de la época 
aportados por concepto de sueldos. No sabemos si tienen la información relativa a lo que se aportaba a la 
Dirección General de Seguridad Social de la época, hoy Banco de Previsión Social. Había una empresa, 
asociada con la ICLA -Ingenieros Consultores Latinoamericanos-, que manejaba la parte contractual y exigía 
que la empresa constructora entregara las certificaciones de acuerdo con el pliego. Después que las 
chequeaba, se las pasaba a la CTM y verificaba que ésta hiciera el reintegro a los contratistas. No solo la 
Empresa Constructora tenía esta metodología; también la tenían Stiler, Carcavallo, Álvaro Palenga y todas 
las demás, porque era un contrato único de la Comisión Técnica Mixta. Todas las obras conexas de la represa 
-el Plan Be-Con, la Ruta 3, los puentes- estaban incluidas dentro de la Comisión Técnica Mixta. 


Como dijimos, creemos que la CTM puede tener los certificados con los montos, pero no otra cosa. 


SEÑOR BARREIRO.- En ese caso, no será fácil conseguir esa información, porque la inmunidad de 
jurisdicción que tiene la Comisión Técnica Mixta no la obliga. La única manera de solucionar esto 
sería que la Cancillería ordenara a los delegados uruguayos obtener esa documentación. 


SEÑORA PASSADA.- Pido disculpas por llegar tarde; estaba en otra reunión. 


Creo que este tema tan interesante también debe ser abordado por la Comisión de Seguridad Social del 
Parlamento; recién conversaba sobre este punto con los colegas y creo que hay acuerdo. A través de la 
Secretaría vamos a averiguar la manera de trabajar en forma conjunta. No tenemos inconveniente en tratar 


este tema, simplemente creemos que sería bueno que también lo abordara la Comisión de Seguridad Social, 
ya que es la que tendría que analizar los caminos a seguir. Reitero que esto no significa que esta Comisión no 
siga el tema; vamos a trabajar en conjunto. 


Por otra parte, como ya hay un camino iniciado, propongo a los colegas que invitemos al Directorio del BPS 
y también al Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, que es el encargado del área de la seguridad social, 
para analizar el tema. 


Por último, quisiera saber si también hicieron gestiones antes el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR PRADO.- La semana pasada estuve en Montevideo, fui al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y dejé al señor Bonomi una carpeta igual a la que entregamos en todos los ámbitos a los que 
hemos concurrido. Lo relativo a la seguridad social lo hablamos directamente con los señores Ferrari y 
Murro. 


Si ustedes hacen una reunión conjunta, bienvenida sea. Nos citan, y venimos con la documentaciones y todo 
lo que sea necesario. 


SEÑORA PASSADA.- Me refería a averiguar qué camino está siguiendo el Directorio para determinar, 
junto con el Poder Ejecutivo, qué pasos va a seguir la Comisión. Es decir que nos mantendríamos en 
contacto. 


SEÑOR LAYES.- Preparar todo este material nos llevará entre quince o veinte días. Pienso que es la 
documentación más valedera para aportar al BPS. Así, este organismo tendrá una información que le 
permitirá cuantificar lo que significaría, no tanto el monto sino la cantidad de personas, y qué es lo que 
se está reclamando. Hay gente que tiene un año de trabajo; otros tienen tres; otros cinco y otros diez. 
Yo tengo diez años de trabajo y quienes me acompañan entre ocho y nueve. Quiere decir que hay gente 
con una gran cantidad de años en la empresa. 


Mantuvimos diferentes contactos con las distintas bancadas y, a raíz de ello, elaboramos un borrador que no 
tiene otra finalidad que la de sugerencia. Hicimos un pequeño estudio, sin valor legal, y realizamos una 
propuesta de formar cuatro categorías de acuerdo con lo que ganaban los obreros. Una es la de ayudantes y 
medio oficiales, que prácticamente ganaban lo mismo; otra es la de oficiales; otra la de oficiales 
especializados y encargados de cuadrilla, que eran lo mismo y, finalmente, los capataces y jefes de sector, 
como en mi caso, que éramos muy pocos. Con estas cuatro categorías se pretende lograr un valor homogéneo 
de lo que se ganaba por año. Se toma un porcentaje de lo que serían los francos compensatorios y esas horas 
no liquidadas de licencias y aguinaldos -puede ser cualquier valor sobre el otro monto-, se suma este valor y 
luego se lo multiplica por la antigúedad de cada obrero. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Sería importante si nos pueden alcanzar esa propuesta de las 
categorías, sin perjuicio de que, tal como conversamos con la señora Diputada Passada, también debe 
haber un espacio para una solución política a través de un proyecto de ley similar al que se hizo para la 
estiba. 


Por esa razón, es fundamental contar con toda la documentación que nos puedan hacer llegar a fin de trabajar 
conjuntamente con la Comisión de Seguridad Social en la redacción de un anteproyecto de ley tendiente a 
lograr una solución general y no estar reconstruyendo la situación individual de los dos mil quinientos casos, 
porque eso va a ser muy difícil. 


SEÑOR LAYES.- Solicitamos un plazo hasta fin de mes para reunir toda la documentación pertinente 
y que, cuando la traigamos, alguien nos pueda recibir a fin de explicar algunos detalles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que entiendan bien cómo funciona el mecanismo, quiero decir que 
nosotros desde el Parlamento solamente podemos sugerir a través de algún mecanismo, pero la 
iniciativa le corresponde al Poder Ejecutivo porque implica un gasto. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Sí podemos hacer una minuta de aspiración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente, una minuta sugiriendo al Poder Ejecutivo que envíe un 
proyecto de ley, después de estudiar toda la documentación. 


SEÑOR PRADO.- Hemos hablado con muchos políticos. Un señor Senador junto con el señor Murro 
presentó un proyecto de ley para solucionar la situación de los obreros del Frigonal del Cerro y otro de 
una curtiembre también del Cerro. Se trata de dos antecedentes que conozco para tener en cuenta en 
nuestro caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de ex obreros de la represa de Salto Grande) 


(Ingresa a Sala una delegación de trabajadores de la empresa Luna SRL) 


Damos la bienvenida a una delegación de trabajadores de la empresa Luna SRL, que tiene a su 
cargo el servicio de limpieza del Palacio Legislativo y del Edificio "José Artigas", integrada por las 
señoras Lorena Bertolotti, Samanta Rodríguez, Perla Gómez y Viviana Rodríguez, y el señor Rubens 
Rodríguez. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Debo retirarme y lo voy a hacer apenas ingrese la señora 
Diputada Passada. No lo hago ahora para no dejar sin número y poder recibir a los trabajadores. 


Quiero plantear brevemente lo mismo que dije cuando integré la Comisión Administrativa del Poder 
Legislativo, siendo Diputado en el período anterior y lo mismo que expresé en otros ámbitos. Personalmente, 
no estoy a favor de la tercerización del área de limpieza del Poder Legislativo, como tampoco de los 
ascensores. Estoy convencido de que tienen que ser funcionarios del Poder Legislativo y que se debería 
buscar en este caso la misma solución que se encontró con los ascensoristas del Edificio Anexo. Así lo dije; 
se puede buscar en las versiones taquigráficas. No tuve suerte en aquel momento cuando gobernaba mi 
partido. Espero que ustedes encuentren una solución similar a la que se encontró para los ascensoristas del 
Edificio Anexo. 


Agradezco mucho la oportunidad que me brindaron y quedamos a las órdenes. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Passada) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aclaramos que estamos muy justos de tiempo porque tenemos una sesión 
especial de la Cámara, pero nos interesa sobremanera escuchar vuestro planteo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Soy dirigente de SUEL, perteneciente a FUECI. Fuimos llamados por las 
compañeras porque hubo un despido de una compañera embarazada. En su lugar de trabajo se sintió 
mal, se sentó y fue despedida. Cuando las compañeras empezaron a defenderla, las comenzaron a 
enviar al seguro de paro. 


Estamos buscando la manera de que se reintegre a la compañera. El Sindicato de acá no está afiliado al PIT- 
CNT ni a FUECI. Además, responde a la empresa. El Presidente y el Vicepresidente de este supuesto 
sindicato son el encargado y el supervisor. Son los que suspenden y defienden. Eso no da chance de que los 
compañeros se expresen. Entonces, tienen todo más o menos controlado a su manera. 


SEÑORA BERTOLOTTI.- Otra de las cosas que queríamos informar es sobre los descuentos en los 
recibos de las cooperativas, que no son pagos en fecha. Por ejemplo, a unas compañeras les hicieron los 
descuentos, pero pagaron cinco meses después. 


Uno de los motivos del despido de nuestra compañera fue que acumuló cuatro días de suspensión porque 
reclamó que le pagaran. Hago entrega de los recibos. 


También quiero informar que pagan con cheques cruzados a compañeros que no tienen cuenta corriente ni 
caja de ahorro. Entonces, algunos que sí tenemos, lo depositamos a fin de que ellos cobren. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (doña Samanta).- Además, el año pasado, no nos dio el aumento de junio; lo 
salteó, y dio el aumento de enero. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiere decir que adeudan el aumento de 2006. 


¿Todos están afiliados al sindicato Luna 1? Por lo menos, yo lo conozco así, aunque no esté afiliado al Pit- 
Cnt. 


SEÑORA BERTOLOTTL.- Se denomina SELL 1. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Ustedes lo integran? 


SEÑORA RODRÍGUEZ (doña Viviana).- No todas; yo no. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Ha habido alguna persecución o el planteo del despido es por una 
observación? ¿Cómo se desarrolló el despido? 


SEÑORA BERTOLOTTI.- Supuestamente, dice que tiene gente de más, que sobra. Sin embargo, hace 
menos de dos meses entraron entre ocho y diez funcionarios y un par de ellos son hermanos del 
supuesto Presidente del sindicato. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Hicieron el planteo a nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social? 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- El viernes tenemos una audiencia con la empresa en la DINATRA. Esperamos 
que concurra. 


Nuestra inquietud es esa porque dicen que mandan al seguro de paro a nuestra compañera por reducción de 
personal, pero por otro lado está tomando gente. Por eso venimos, porque lo vemos como una represión hacia 
las compañeras cuando no apoyaron el despido de Viviana que, en el estado en que está, se sintió mal y se 
sentó. Fue injusto. 


SEÑOR POZZI.- ¿Cuánto tiempo hace que trabajan en la empresa? 


SEÑORA BERTOLOTTLI.- En mi caso, en agosto va a hacer tres años; Silvia, que no está presente, 
hace cuatro, otros hace dos años y medio. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (doña Samanta).- Yo trabajo hace dos años y medio. 
SEÑORA RODRÍGUEZ (doña Viviana).- Yo trabajé un año y medio. 


SEÑOR POZZI.- ¿Saben si la empresa ganó la licitación nuevamente y tiene varios años más de 
trabajo aquí? Si ustedes pudieran reintegrarse, ¿cómo es el panorama que tienen hacia adelante? 


SEÑORA BERTOLOTTI.- El rumor que se corre es que la empresa no ganó la licitación. Pero es un 
simple rumor de pasillo; no sabemos nada concreto 


Planteamos estas irregularidades en la Comisión Administrativa, siempre quedan en averiguar y nunca nos 
dicen nada. También hablamos con los Secretarios y Prosecretarios, entregamos las pruebas y nunca nos 


dieron respuesta alguna. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cuándo tienen la reunión con la DINATRA? 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- El viernes a la hora 14. 


Si Luna 1 no gana la licitación y es otra empresa la que empieza a trabajar, quisiéramos saber en qué 
situación quedan las compañeras que están en seguro de paro. Ellas tienen una antigúedad de un año y medio, 
de dos años; creo que malas trabajadoras no han sido, porque de lo contrario no estarían en ese proceso. No 
sé cómo las defendieron los delegados, pero creo que si la empresa se consideraba excedida de personal no 
hubiera tomado nuevos empleados -no estoy en contra de las personas que ingresaron- para después mandar a 
seguro de paro a las compañeras. Hay que rever qué fue lo que pasó; es algo que nos preocupa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para nosotros está clara la situación que nos plantean. Vamos a transitar los 
caminos que corresponden; hablaremos con la Comisión Administrativa y quizás hagamos algún otro 
movimiento antes del día viernes. 


Este problema no es nuevo, ustedes lo saben, así como también que muchos de nosotros estamos en esto 
desde un principio. 


SEÑORA BERTOLOTTI.- Ayer la empresa les hizo firmar a los compañeros un acta; les dijo que 
apoyaran a la empresa Luna o se consideraran despedidos. Hay amenaza a los trabajadores, a los 
compañeros. Hubo gente que no firmó y otros, por miedo, firmaron. Hoy colgaron allá abajo un cartel 
que dice que el 80% de los trabajadores apoya a la empresa Luna. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Tendremos posibilidad de acceder a esa acta con las firmas? 


SEÑORA BERTOLOTTLI.- Está allá abajo, en el descanso. Nosotros tenemos prohibida la entrada a los 
sectores donde se encuentra la gente de limpieza, por lo que no podemos ir. De repente se la pueden 
pedir a alguien más. 


SEÑOR PRESIDENTA.- ¿Por el hecho de que están en seguro de paro? 
SEÑORA BERTOLOTTL.- Así es. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tenemos los datos del sindicato SELL1 por lo que nos vamos a comunicar 
con ustedes una vez que se hagan las correspondientes investigaciones. También vamos a convocar a la 
empresa. 


La Comisión les agradece su visita. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


